
CAPITULO 11. 

DE LOS MUEBLES. 

497. El arto 1>27 establece que los bienes son muébles 
por naturaleza propia ó por determinación de la ley. Estos 
últimos son los derechos mobiliarios. El lenguaje del có. 
digo difiere según que se trata de derechos mobiliarios ó 
de derechos in.nobiliarios. Cuando se trata de inmuebles, 
la ley dice que como tales se consideran ciertos derechos en 
razón del objeto al cual se aplican (art. 1>26), mientras 
que el art. 1>27 reputa mobiliarios los dereéhos en virtud 
de determinación de la ley. La expresióÍl del art. 1>27 es 
la más exacta; ningún derecho es inmueble ó mueble sino 
por si mismo; no SI) reputan tales sino por una ficción; y 
únicamente á la ley corresponde crear ficciones. Todo de­
recho, es pues, mobiliario ó inmobiliario en virtud de la 
determinación de la ley. 

No hay más que dos clases de muebles, mientras que 
hay tres de inmuebles. La categoría de inmuebles por des­
tino no puede existir para los muebles, porque los inmue-
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bIes jamás sé tornan muebles. Es c~o. \Mt'4Uando. se 
vende una casa para qu",'~ derruida; AaI'~;<.es mo­
biliaria; y podrla decirse que es mobinQ(\ll en'-tazón del 
destino q.ue recibe la casa, destinándola el contrato á ser de. 
molida. Pero es más cierto decir que, en ese caso, la in­
movilización cesa y que los objetos mobiliarios que se ha· 
brian vuelto inmuebles por in~orporación, reciben su pri­
mera naturaleza. 

A diferencia de los inmuebles, los muebles puedeu, pues, 
tener dos calidades, pueden volverse inmuebles por incor­
poración Ó destino. Ya hemos dicho cómo se opera dicha 
inmovilizacióú. Los objetos mobiliarios que, colocarlos ea 
un inmueble, no están incorpc,rados j no reciben un desti­
no inmobiliario, conservan su calidad de muebles. Tal se­
ría un rótulo. La corte de casación ha fallado muy bien 
que un rotulo, cosa mobiliaria por naturaleza, no se vuelve 
inmueble por incorporación; en efecto, él es el signo in­
dicador de un establecimiento industrial ó de nn fundo dtl 
comercio; por lo tanto, es accesorio de ese establecimien­
to y no de la casa en donde se ejerce el comercio ó la in­
dustria; es decir, que el rótulo sigue siendo lo que era, una 
cosa mobiliaria (1). Esto no da lugar á duda alguna cuan­
do el propietario de la casa no es propietario del establecí­
miento industrial: si'un inquilino explota el establecimiento 
que es su propiedad, el rótulo es un simple accesorio de la 
injustria, forma una propiedad independiente del fundo, 
luego es mobiliaria. Pero si el propietario de la casa ejer­
ciese al mismo tiempo la industria de que el rótulo es signo 
indicador ¿éste no seria un inmueble por destino, como co­
locado por el propietario en un fundo industrial para su ser­
vicio? N o sotros as! lo creemos. 

1 Sentelluia lid oasauiÓD, de 21 (le Dioiembre de 1853 (D .. Uoz, 
1854, 1, 9). 
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'SECCION l. ~De los muebles por naturáleza. 

498. El arto 1)28 define los muebles en estos términos: 
.Son muebles por naturaleza, los cuerpos que pueden trans­
portarse de un sitio á otro, sea que se muevan por si mis· 
mos, como los animalés, sea que no puedan cambiar de si­
tio sino por efecto de una fuerza éxtraña, como las cosas i,,­
animadas.» La ley aplica este principio á los materiales 
que provie:Jen de la demolición de un edilicio (art. 1532), 
sin distinguir, como se bacia en el antiguo derecho, si el 
propietario se propone emplearlos en la reconstrucción del 
edilicio. Del mismo modo, el código dMide que los mate· 
riales acumulados para construir un nuevo edificio, son 
muebles hasta "que el (lbrero los emplee en una construc" 
ción; mientras que, según ciertas costumbres, los materia· 
les reunidos en un lugar para la construcción de una casa 
se volvlan inmuebies desde el momento en que la construc­
ción se comenzaba. Los autores del código han rechazado 
la inmovilización que resulta de la intención del propieta 
rio, porque la intención es demasiado difícil de comprobar· 
se (1). 

La ley aplica también el mismo principiO á los bajeles, 
ha.rcas, navios, molinos y banos sobre barcos. Generalmen· 
te, dice el arto 1531, todo género de fábricas que no están fijas 
con pilares, y que no forman parte de la casa, son muebles 
Cuando el barco éstá exclusivamente destinado al paso de 
los habitantes de una casa colocada á orillas de un rio, se 
vuelve inmueble por destino, si el propietario lo ha coloca­
do en el fundo para el servicio de éste \2). En cuanto á los 

1 Demolombe, t. 9?, p. 259, núm. 399; Ducaurroy, t. 2~, p. a~, II(L 

m()l"O 46; DUl'ilutOll, t. 4"', p. 96, núUl~. 111 y 113. Compáreso lo que 
h .. 'tnoR <Uoho tH! el núm. 422. 

2 Véanse los autores oitados por Demolombe, t. 9?, p. 188, uúllle­
ro 318. 
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molinos, remitimos á las explicaciones que hemos dado en 
el núm. l¡09. 

El art. 531 agrega: «El embargc de alguno~ de estos ob· 
jetos puede, no oustante, estar s0metido á ciertas formali­
dades especiales, como se explicará en el código de proce­
dimientos ei viles.» ¿Por qué el emuargo se halla sometido 
á formalidaJeó eSf,edales según la im portancia de los objetos 
en que se traba ejecución? No es esto para suspender el ejer. 
cicio de los derechos del acreedor, sino para dar á la venta 
forzosa que sigue al emb"rgo una gran publicidad, á fin de 
que la cosa sea vendida eo su verdadero precio, lo que está 
en interés de los ejecutantes tanto como en el del deudor. El 
código de procedimientos prescribe formas particulares para 
el embargo de las rentas iarts. 6l¡3 y siguietltes), para el 'em­
bngo de los barcos, b~jeles, goletas y otras embarca',iones 
fluviales (art. 620). Para el ernu:trgo de las embarcaciones 
de mar, las formalidades dífie¡'ell según el tonelage (artícu­
los 197 y siguientes del código de comercio;. Sin decirlo 
se entiende que si fuese inmovilizado un b:lrco por destino, 
no podría embargarse sino con ~l fundo. 

SECCION Il.-De los muebles pOl' determinación 
de la ley. 

§ l.-DE LOS DERECHOS REALES MOBILIARIOS. 

l¡99. El código no habla de los derechos reales mobilia­
rios. Este es un vicio de clasificación. Es evidente que si 
Jos derAchos reales que se ejercitan en un inmueble son in­
nlObiliarios, los que se ejercit;m en un mueble deben ser 
mobilial'Íos. El art. 526 declara inmueble el usufructo de 
las cosas inmobiliarias; luego el nsufructo de las cosas mo· 
biliarias es mueble. Lo mismo sucede con el uso, cuando 

P. Ul D.-TuMo V 02 
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estriba en cosas mobiliarias. Los privilegios que gravan 
muebles son también derechos reales mobiliari!ls. Por úl­
timo, hay que colocar entre los derechos mobiliarios la 
propiedad de una cosa mobiliaria, si se quiere clasificar la 
propiedad entre los derechos como, á nuestro juicio, debe 
hacerse. Según una opinión aceptada con bastante genera­
lidad, la hipoteca sería también un derecho mobiliario, y 
por consiguiente, los privilegios que gravan los muebles. 
Volveremos á tratar la cuestión en el título de las Hipo­
tecas. 

§ n.-DE LOS DERECHOS PERSONALES MOBILIARIOS. 

Núm. l. Principio general. 

500. «Son muebles por determinación de la ley, las 
obligaciones y acciones qne tienen por objeto sumas exigi­
bles ó efectos mobiliarios» (art. 529). Por obligaciones se 
entienden, dicen todos los autores, los créditos. Este sería 
el único articulo en el cual la palabra obligaciones tendría 
un sentido activo: se dice siempre del deudor, y es sinóni­
mo de deudas. ¿No podrla decirse que la ley ha pretendido 
definir no solamente 105 dererhos mobiliarios, sino también 
las deudas mobilia rias? Cosa de grandísima im portancia en 
materia de comunidad. El código no define en ninguna 
parte el caracter de las deudas. Es, sin embargo, cierto que 
hay deudas mobiliarias é inmobiliarias, lo mismo que hay 
derechos mobiliarios é inmobiliarios, y los caracteres que 
las distinguen son los mismos; es de~ir que cuando el acree 
dor tiene un derecho mobiliar:o, la deuda del deudor es 
mobiliaria, mientras que es io mobiliaria cuando el deudor 
es inmobiliario. En apariencia, esto es de tal modo evi­
dente, que podría creerse que el código no habla de las 
deudas precisamente en razón de esta evidencia. No obs­
tante, la cuestión es muy importante y muy dudosa. Vol-
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vereffios á tratarla en el titulo del Contrato de mat1'im6' 
nio; por el momento, nos limitaremos á establecer el prin­
cipio, Si se admite la definición que hemos dado de los 
derechos inmohiliarios, deja ue haber dificultad. El dere­
cho es inmobiliario cuando tiende á hacer adquirir un in­
mueble al acreedor; de aqui se sigue que la deuda es inmo· 
biliaria cuando tiene por objeto la translación de la propié­
dad de un inmueble. En la venta de un inmueble deter­
minado, el derecho dei comprador es mohiliario, puesto que 
no tiende más que ála libeJ.'ación, luego la deuda del vende­
dor es mohiliaria. Seria inmebiliaria si el inmuehle fuera in­
determinado, porque en este caso el derecho del comprador 
tiende á la adquisición de la propiedad, luego la obligación 
del vendedor consiste en transferirla, y po)' 1(, tanto, es in· 
mobiliaria. El mismo principio se aplica á los derechos 
mobiliarios y á las deudas mobiliarias. 

El art. 1)29 dice que el derecho es mobiliario cuando 
tiene por objeto su'uas «exigiblesD Ó efecto; mobiliarios. 
Por crédito "exigible)) no deben enttl'nderse jos créditos sin 
término y aquellos cuyo término esté vencido, sin lo que 
habría que concluir del texto de la ley que los créditos á 
término, en tanto que éste no se ha vencido, son inmue­
bles, lo que seria una insensatez. La palabrll «exigible» 
tiene otra signifieación en esta materia: se dice de los 
créditos cuyo capital es exigible, es decir, que puede recla­
m.rl~ el acreedor DO importa en qué época, por opo~ición 
á las rentas que no son exigibles, puesto que el acreedor no 
puede exigir el reembolso del capital. ¿Quieré decir esto 
que las rentas son inrnobiliarias? Lo eran en el antiguo de­
recho, "omo vamos á verlo; pero el cóuigo hs declara 
m uebles al final del art. ~29. Slguese de aq ul que en 
lluestro derecho moderno ya no hay lugar á distinguir en­

tre los créditos cuyo capital es exigible y aquellos cuyo 
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capital no es exigible, supuesto que todos son igualmente 
mobiliarios. Las deudas de sumas de dinero ó de efectos 
mohiliarios son también mobiliarias. Cuando la obligación 
tiene por objeto una suma de dinero, la propiedad no se 
trarisfiere sino con la tradición; luego puede aplicarse lite­
ralmente la definición que acabamos de dar del derecho 
mobiliario y de la deuda mobiliaria. Eu cuanto á los efec­
tos mobiliarios, pueden ser determinados ó indeterminados. 
En el último caso, la deuda del veneedor es mobiliaria, 

lpuesto que tiende a la translación de una propiedad mo 
JJíliaria, y si la cosa mobiliaria es aún indeterminada, la 
deuda es también mobiliaria, supuesto que consiste en ha 
cer, y que todo derecho, toda obligación que tiene a por 
objeto un hecho son mobiliarios. Con mayor razón deben 
colocarse entre los muebles los créditos y las deudas cuyo 
objeto es extrafl!l á la translación de la propiedad: tal es el 
crédito del t0!.nador y la obligadón del arrendador (1 l. 

!SOL El crédito permanecería mobiliario aun cu~ndo 38 

debiese por la cQnce.ión de un derecho real iumohilial·i,l. 
Esto és de tal manera evidente que no se concibe ([ue se 
haya llevado la cuestión ante l"s tribunales. ¿Acaso el ,le· 
recho del vendedor al precio no e3 mobiliario, por más qu~ 
sea inmobiliaria la cosa que se ha vendido? Del mismo 
modo, se ha fallado que la inJemlliz,ción que se debe pOl" 
el paso, en caso de estar enclavadas las heredaues, es un 
derecho mohiliario, por más que el paso sea una sCl"vidorn 
bre, y p~r lo tanto, un derecho inmobilial"Ío (2). Lo mismo 
sucede con la indemnización que una ciudad plga á un pro­
pietario, con la obligación para éste de demoler los edifi· 
cios comprados por la ciudad (3~. Distinta es la cuestión de 

1 Véase fll ntÍm. 18;') (lf~ ~ste tUillO, para (~l ctlll'lJclw del al'l'en\lata· 
l'io, Y el núm. 495. pari\ el cré.lito oh, Ull Iweho. 

2 Grenoble. 7 de Enero de 1845 (Dalloz, 1845, ~, 160). 
3 Orleans,5 (le Marzo de 1853 (Dalloz, 1855, 2, 341). 
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saber si los acreedores hipotecario3 tienen un derecho qué 
ejercitar, sea sobre el precio de venta, sea sobrll la indem· 
nización pagada al propietario, en caso tle expropilción por 
causa de utilidad pública. Este:derecho es claro, lo que no 
impide que el precio ó la inrlemnizaciOn consistente en rliue­
ro, sean derechos mobiliarios. 

Núm. 2. De las acciones é intereses en una sociedad. 

502. La palabra acción significa aquí el derecho de un 
nsociado en la sociedad de la cual es miembro, es decir, su 
derecho á los beneficios ¡.¡ue ésta realiza mientras exis· 
te, y el derecho que tiene en el fondo social cuando la so· 
ciedad se disuelve. En este sentido general, la palabra in· 
terés es sinónima de acción. Hay, sin embargo, algunas 
diferencias; nosotros nos limitarnos á seúalar la que impar· 
ta conocer para comprender ellenguaje de la ley. Se distin· 
g'Uf:n tres especies de sociedades mercantiles: la sociedad 
en nombre colectivo, la sociedad anónima y la sociedad en 
cO'Tlandita. En la sociedad en nombre cJlectivo, los asocia· 
dos son solidariamente responsables de las consecnencias 
de la negociación; su derecrlO se llama interés. En la so. 
ciedad anónima, los asociados no so.n responsables sino den­
tro del límite de lo que han aportado; su derecho se llama 
acción. En la sociedad en comandita, hay uno ó varios aso· 
ciados que son indefinidamente respop-sables, y otros, sim· 
pIes arrendadores de fondos, que no son résponsables sino 
hasta la concurrencia de lo que han puesto; el dere~ho de 
los unos es un interés, el de los otros l1ua acción (código 
de comercio, arts. 19 y siguientes). Bajo el punto de vista 
de la clasificación de los Lienes, llinguna diferencia hay 
entre la acción y el ú,te1'és; el art. 529 declara muehles 
las acciones ó intel'eses en las compaúías de finanzas, de 
comercio ó de industria; en efecto, la extensión de la res. 
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pODsabilidad 1)0 puede influir en la naturaleza del derecho. 
003. El arto 029 agrega: «Aun cuando inmnebles de­

pendientes de esas empresas pertenezcan á las compa­
nías.» Hay en esto nna deregación dé los principios gene­
rales que rigen la natnraleza de los derechos. El derecho 
es mobiliario cuando tiene por objeto nn mueble; es iumo­
biliario cuando tiene por objeto un inmueble. Asl, pues, 
desde el momentó en 'que la sociedad posee inmuebles, te 
niendo cada asociado un der~cho en el activo social, habría 
que distinguir. En tanto que dure la so ciedad, el derecho 
del asociado es mobiliario, en el sentido de que tiene por 
objeto su parte en los benefidos, es decir, en una suma de 
dinero .. Pero el asociado tiene también un derecho en el 
activo social. ¿Este derecho es mobiliario ó inmobiliario? 
Si el asociado fuese co.propietario de lus bienes que com­
ponen el activo social, habrla que decidir que su derecho es 
á la vez mobiliario é inmobiliario; mobiliario, en tanto que 
estribe en muebles; inmobiliario, en tanto que consista en 
inmuebles. Pero en las sociedades mer~antiles, la sociedad 
es la que ~e reputa propietaria. D6cimos que sé reputa, 
porque en ello hay una ficción. La sociedad se considera 
como un cuerpo moral, ella es la que posee, y no los miem­
bros que la componen. Esto se dijo formalmente, tanto en 
el consejo de Estado como en la Exposición de motivos (1). 
No siendo el asociado propietario de los inmuebles que per­
tenecen á la sociedad, no puede decirse que su derecho tie 
ne por objeto un inmueble y que por consiguiente, es inmo 
biliario. En tanto que dure la sociedad, esto es evidente. 
Pero el asociado tiene, además, un derecho en el fondo so· 

1 Sesiones del cons!>jo Ile Est(\,lo, tle 4: hrumario. año XH, nÚlllO. 
ro 5 (Lucré, t. 4' p. 25), Y de 22 vendimiario, año XII, núm. 22 (Lo­
eré, t. 4', p.22). Treillnrd, Exposloión de moti,os, Ilúm. 13 (Locré, 
ibid, p. 30). Informe rendido al Tl'ilmuallo Jlor GoupiLPrefeln, nú_ 
mero ti (Looré, ¡bid, p. 34). 
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cial, derecho que se realilla cuando la sociedad se disu~,e. 
¿Este dérecho es también :nllhiliario? Conforme á los prin· 
cipios ¡;enerales, debería úueírse, que á contar desde la di· 
solución de la sociedad, el derecho del asociado que estriba 
en los objetos innivisos que componen el activo social, es 
á la vez mobiliario é inmobiliario, y que la putición deci'· 
dirá definitivamente cuál es la uaturaleza del derecho, sien. 
do la partición declarativa de propiedad, declara.rá cuál ha 
sido el derecho del asociado en el fondo sodal, á contar 
desde el momento en que llegó á ser co-propietario. La 
aplicación de los principios couduciría á ésta cQnsecuellcia, 
que el derecho del asociado puede cambiar de naturaleza, 
Mientras dure la sociedad, ese derecho será siempra ¡nobi­
liario; siendo así que será inmobiliario desde la disolución, 
si tocan en su lote algunos inmuebles. Pero lo; principIOS 
entendidos de tal manera nos llevarían á un absurdo, y es 
que un solo y mismo derecho sdría á la vez mobiliario é 
in mobiliario 

En efecto, el asociado no tiene dos derechos, sino uno 
solo, y éste es su acción ó su interés. Cierto es que es\! 
dórecho puede venir á parar en dar un inmueble al asocia­
do; pero tal no es el objeto del asociado en el momento en 
que ingresa á la sociedad; su objeto es tener participio en 
los beneficios de la sociedad. Siendo los beneficios el var­
dadero objeto de su derecho, resulta de esto que el derecho 
es mobiliario. Es cierto que algunos inmuebles dependen 
de la sociedad; pero el asociado no se ha hecho miembro 
de la sociedad para obtener una parte en dichos inmuebles; 
lús inmuebles no son el oLjeto, son un medio de realizar 
beneficios; luego no pueden determinar la naturaleza del 
derecho; como el objeto esencial del asociado es participar 
de 103 beneficios, su derecho es mobiliario por esencia. En 
cuanto á los inmuebles, son «accesorios de la sociedad,"I 
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en cierto modo, instrumentos de la empresa.» Tales son las 
expresiones de Treilhard (1); y la calidad de una cosa, agre· 
ga él en la Exposición de motivos, nO puede determinarse 
sinO por la consideración de su objeto principal (2). 

A pi imera vista, esta interpretación parece estar en contra 
dicción con el arto 029 que establece: «Estas acciones ó i¡:­
tereses se reputan muebles respecto á cada asociado úni~a· 
mente en tanto que dure la soeiedad.» ¿No debe inferir· 
se de esto, que contando dasde la disolución de ésta, el de 
recho del asociado toma la naturaleza de los objetos á los 
cuales tiene él derecho y que caen en suerte en su lote? Lo 
que nos volverla á llevar á los principios generales que he, 
mas hecho á un lado, como que conducen á una consecuen· 
cia inaceptable; un solo y mismo derecho sería transformado; 
mobiliario mientras dura la sociedad, se volvería inmueble 
al disolverse ésta. Esta interpretación seria contraria á la me(l' 
te del legislador. Treilhard acaba de decírnoslo. Annque 
la sociedad posea inmuebles, las acciones son mobiliarias; 
él también va á decirnos en qué sentido la ley agrega que 
las acciones son muebles en tanto que dura la sociedad. 
«Se podla abnsar del principio, dioe ó:, para pretender que 
los inmuebles á los que dan derecho las acciones deben, 
aun después de la disulución de la sociedad, reputarse de la 
misma naturaleza que las acciones; y para prevenir esta fal· 
sa cousecuencia, se ha debido expresar que la ficción no 
durase sino tanto como la sociedad (3). 

¿Qué es esta ficción? El asociado tiene dos derechos: un 
derecho al dividendo y un derecho en el fondo social. En 

1 Sesión del oOl1sejo dQ Estado, de 4 brurnario, afio XII, nÍlmer 3 
(Locré, t. 4°, p. 25). 

2 Treilhard, Exposicióulle motivos núm. 13 (Laoré, t. 4~,. p. 30). 
Demolombe, t. ?O, p.269, núm. 413. 

3 Sesión del consejo de Estndo, ,le 4, brumario, año XII, uúm. 3 
(Looré, t. 4°, p, 25). 
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cuanto al derecho en el dividend~, no hay ficción ninguna, 
consiste en una suma de dinero, luego es esencialmente mo· 
biliario. El derecho en el fondo social, es lo que se reputa 
mueble por una ficción, por más que el asociad" tenga un 
derecho eventual en los inmuebles que ,lepen den de la em­
presa. Esta ficción cesa cU.lOdo se distribuye el fondo so­
cial; es claro que los inmuebles que tocan en lote á un aso· 
ciado, ya no pueden reputarse mueble,; no por esto dejan 
de ser el producto de un derecho mobiliario. En este sen· 
tido, el derecho que da una sociedad es siempre mobiliario, 
hasta que sé realice por la partición, pero entonces deja de 
haber derecho, supuesto que ya no ha y sociedad. Lle,pmos 
á esta conclusión, 'lue la acción, en tanto que subsista, es 
mobiliaria. 

¿Hasta qué momento subsiste la acciór.? El art. ti29 pa· 
rece decidir la cuestión, estableciendo que las acciones se 
reputan muebles en tanto que dura la sociedad. Luego 
podría ceoirse que, desde elmoll,ento en que se disuelve 
la sociedad, cesa la ficción, y se retorua á la realidad de las 
cosas; el derecho de cada asociado está determinado por la 
naturale7.a de los objetos que componen el activo social. La 
corte de casación da otra interpretación á la ley; ella ha fa· 
liado que el arto ti29 es aplicable h~sta el fin de la líquida 
ción de la sociedad (1). La sociedad, dice la sentencia, Cll· 

sa en verdad de existir para el porvenir, desde el mllmento 
en que queda disuelta, en el sentido de que no puede p 
continuar las operaciones, con cuyo objeto se habla consti· 
tuido. Pero continúa existiendo para arreglar sus negocios 
cumplidos, es decir para liquidarse; subsiste para su líqul 
dación: esta es la fórmula empleada en elleuguaje comer 
cial. A este respecto, ella conserva todos sus derechos y to-

l Selltencias llu tlen~ga{1tt tllH.llauióII 1 ,l~ ~9 de ::\fa,ro Ile 1~63 (Da. 
lIoz, 1865, 1, 380), Y de ~7 de Julio do 1863 (Dalloz,·lH63, 1,460). 

P. 4< ¡¡.-TOMO v 93 
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dos sus bienes. Luego es ella. siempre la que es propieta· 
ria, y por lo tanto, los asociados no tienen más que sus ac­
ciones que, por v!a de consecuencia, permanecen mobilia· 
rios. Puede objetarse qUilla teopia de la liquidación es una 
fioció[l nueva que la práctica ha introducido, pero que el le­
gislador solo tiene el derecho dp, establecer, supue5to que 
él solo puede crear ficciones. La corte de easacion eoutes 
taque la fuerza de las cosas quiere que esto sea así, á cau· 
sa de las necesidades de la liquidallión. En efecto, sería im· 
posible ésta, si se admitiese que, por la diséllució:¡, la ca 
munidad reempl~za á la sociedad disuelta. De ello re5ulta 
ria que los asociados se volviesen ex-propietarios por 
indiviso del fondo social; por consiguiente, la liquidMión 
déberla hacerse por ellos y en su nombre; si entre los aso· 
ciados hubiese menores, se vería uno obligallo á seguir las 
dilatadas y costosas formalidades '¡ue deben observarse para 
garantir los intereses de los incapacos. Podría objetarse que 
éstas son dificultades y embarazos, per" que uo existe im­
posibilidad; que, por lo mismo, no pUI"I!) i"VIw,"'se la fuer· 
za de las cosas contra el texto del arto 1529. C,nfe,énosl(), 
IG jurisprudencia ha extenllitlo ta ficción, y exten,lerla es 
crearla. Asi, IlUe~, se admite que la sociedall subgist\l en 
tanto que no está liguidada; que Ivs liquidadores disponen 
libremente de los bienes de la sociedad, aun cuando haya 
menores en el número de los asodados. Ulla vez aceptalla 
esta nueva ficción, la consecuencia es evide,te: el art. 1)2\J 
continúa rigiendo los derechos de los asociados. 

504. ¿Cuales son estos derechos? y ¿en qué sentido deben 
entenderse estos términos del art. 529, que las acciones se 
repntan muebles respecto de cada a,sociado únicamente? 
Se ha sostenido que la ficción era extraña {¡ los terceros, y 
que, por lo mismo, no es posible oponérsela. Esto no es 
admisible. ¿Se concibe que un solo y mismo derecho sea 
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mobiliario respecto á los asociados, é inmobiliario respecto 
á los terceros? Cuando un dere cho es mobiliario, lo és res .• 
pecto á todos, lo mismo que los bienes corporales son mue ... 
bles ó inmuebles respedo á touos ~ 1). ¿Cuál es, pues, el 
sentido de e~tas palabras del art. 529, respecto de cada 
asociado únicamente? La ley no opone los asociados á 
los terceros, ella los opone á la sociedad. Conforme á la 
ficción en la cual reposa el art. 529, es la sociedad, consi­
derada como ser moral la que es propietaria de los inmue­
bles dependientes de. la empresa; luego hay que aplicarlli 
el princi pio que rige Jús derechos y su ndtul'aleza; poseyen. 
do inmuebli's; ella tiene un derecho inmobiliario, y puede 
hipotecarlos, enajenarlos; los terceros acreedores pueden em­
bargarlos, siguiend" las f'fmalidades prescritas por la ley. 
Otra cosa seria de los asociados y de sus acreedores; no 
siendo los asociados propietarios, no pueden ni enagenar ni 
hipotecar; no lo pueden, según la jurisprudencil'-queacaba­
mus de r~c{)rd~r, sino cuando, á ca usa de la liquidación, 
algunos inmuebles les tocan en lotes; hasta tal momento, 
los acreedores personales de los asociados n o tienen ningún 
derecho snbre los bienes dé la sociedad, supuesto que dichos 
bienes no pertenecen á su deudor (2). 

!50o. lA qué sociedades se aplica el art. !529? La cues­
tión es debatida, y es dudosa. Trátase de saber qué debe 
en tenderse por «compaflia do finanzas, de comercio ó de in­
dustria.» La palabra compañia se entiende ordinariamente 
de las sociedades mercantiles que cuentan con un buen nú­
mero de accionistas, que poseen capitales consideraLles, y 
cuyas operaciones tienen, en consecuencia, grande extensión. 
¿Debese limitar la disposición del art. !529 á esas poderosas 

1 Fallado de e~tc mo(10 por la corte de casación de Bélgica, sen_ 
tencia de 30 Ih"1 Aurilllo 1853 (Pasicrisia, 1853, 1,287). 

2 Duranton, t. 4.0, p. 110, núm. 122. nmuolombe, t. 9'\ p. 273, I1Ú_ 
mero 417. 
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compaMas? Toullier lo ha pretendido, pero su opinión ha 
quedado asilada; á penas se comprende qué se haya soste­
nido seriamente. ¿Acaso el carácter jurídico de una socie­
dad puede depender del número de accionistas? ¿y el del'tl­
cho de ésto~ sera mobiliario ó inmobiliario, según que sean 
diez ó cienl,¡'1 Nosotros dedmos que se trata de determinar 
el crédito jurídico de las sociedades. ¿Qué caráder es este? 
Acerca de esle punV), no podría haber duda. El artículo 
1>29 descansa en una ficciófI, y es que los aS'lciados, en tan 
t~ que dura la sociedad, no son propietarios de los bienes que 
componen el activo social; la sociedad es la que se reput,) 
propietaria; luego se considera como un cuerpo moral. }<;sto 
se dijoy se repitió al,discutirse el proyectlJ de código en el con­
sejo de Estado (núm. 503:. El texto y el espíritu de la ley nos 
conducen á esta conclusión, que el art. 529 no se aplica más 
que á los asociados que formau un cuerpo moral. En cuanto 
á los asociados que no forman cnerpo moral, la aplica~ión 

del 3rt. 529 no se concibe; siendo propietarios los as lcia,los, 
en estas sociedades, de todo lo qué constituye el fou,jo so­
cial, su derecho está determinado por lá naturaleza de las 
cosas en las cual"s se ejeeuta; será mobiliario ó iumobilia 
río, según la naturaleza mobiliaria ó inmobiliaria del activo 
social. El principio es incontestable. Queda por ver qué so· 
ciedades forman un cuerpo moral. En esto está la verdade 
ra dificultad. 

Nosotros examinaremos la cuestión en el titulo de la So 
ciedad, en doode está su lugar pl'Opio. Por el momento, 
nos limitaremos á precisar los puntos en los cuales hay di· 
ficultad. La doctrina y la jurisprudencia admiten que las 
so~iedades anónimas, las sociedades en nombre colectivo y 
las sociedades en comandita furman un cuerpo moral en el 
sentido del arto 529 . No se le reconoce tal carácter á la sode· 
dad en participación (código de comercio arts. ~7.50). Que· 
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dan las sociedades civiles. Hay en esto una gt'an divergencia 
de of'iniónes. El alt. 1529 no se aplica á ningulla sociedad 
civil? Esta opinión absoluta no puede sostenerS'J. En efe:;!", 
Il ley de 21 de Abril de 1810 declara mueb;es la;; acdo, 
nes ó intereses en una sociedad formada para la explotación 
de las minas, y as! lo decide, como lo establdce el texto 
(art. 8), <conforme al art. 1529, del có,lig'j NapQle:in;» as! 
es que por aplicaeión del prindpio general a~entado p"r es­
te articulo y no por derogación; y esta misma ley dice que 
la explotacion de las minas no es un acto de comercio (ar. 
ticulo 32). Hé aquí, pues, una s1ciedad civil á la cual se 
3plicael urt. 529. ¿Debe inferirse de esto que en tGda so­
ciedad hay un cuerpo moral distinto de los asociados, y que 
por lo tanto, el art. 529 es aplicable á todas las sociedarles? 
Nosotros aplazamos esta CUestión para el título de la So­
ciedad. 

Tod,) lo que acabamos de decir, supone que existe una 
sociedad. Puede muy bien haber intereses comunes, ma­
nejtdos colectivamente, sin que haya un contrato de sacie· 
dad. Eu este caso, el arto 529 no es aplicable. La corte 
de casación así lo falló en el caso siguiente. Se había cons­
tituioo una sociedad para explotar minas. Esta sociedad fué 
disuelta p"r sentencia de la corte de Montpellier. La explo· 
tación continuó. ¿Cuál era la naturaleza de 103 derechos de 
los interesados? Ya no eran mas que simples concesionarios, 
explotando en común la mina que se les había concedido; 
su derecho era un derecho en una mina, es decir inmobi­
liario (1). 

506. La aplicaeión del principio establecido por el arti­
culo 529 no carece de dificultades. Se pregunta si bs accio· 
nes de uno de los cónyuges tiene parte en el activo de la co­
munidad legal. Hay que distinguir desde luego si la socie-

1 Sentenoia ue casación, de 3 ,lo Enero (le 1365 (Dalloz, 1865, 1,31). 
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dad forma ó no forma uu cuerpo moral. Si se trata de una 
sociedad que no forma cuerpo moral, quedamos dentro 
del derecho común; el derecho del esposo asociado entra en 
la comunidad en tanto que estribe en el mobiliario del ac­
tivo social; po~o importa que la sociedad subsista cuando se 
celebró el matrimonio, ó que esté disuelta; en t0dos los ca.­
sos, el cónyuge asociado tiene un derecho de propiedad so­
bre los bienes muebles é inmuebles que componen el fondo 
social, lupgo su derecho es mobiliario ó inmobiliario; la 
parte mobiliaria entra en comunidad, la parte inmobiliaria 
queda excluida. Sin decirlo se comprende que después de 

.la disolución de la sociedad se <lplicará el principio de que 
la partición es declarativa de propiedad, y la partición ten­
drá efecto retroactivo hasta el día en que lo socieded se ha 
hecho propietaria, supuesto que desde ese día hubo cO.'pro 
piedad, y por lo tanto, indivisión. Volveremos á insistir 
acerca de este punto en el titulo de las Sucesiones y en el 
de la Sociedad. 

Si la sociedad forma un cuerpo moral, hay que distinguir 
si existía todavía cuando se celebró el matrimonio ó si es­
taba disuelta .. En el último caso, ya no hay acciones pro· 
piamente dichas, cada uno de los asociados es copropietario 
del fondo social, en la medida del interé. que en ella tenia. 
Si, corno hay que suponerlo, el activo social secampone 
de muebles é inmuebles, el cónyuge asociado tendrla un 
derecho Indiviso, en parte mobiliario y en parte inmobilia­
rio; la partición determinará definitivamente el derecho de 
los asociados, y fijará, por consiguiente, la parte del mobi­
liario que entrará en la comunidad y la parte de los iamue­
ble$. que se excluirá. 

Supongamos ahora que la sociedad subsistía cuando el 
matrimonio se celebró, ó lo que viene á ser lo mismo, que 
se haya formado mientras dura la comunidad; las acciones 
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del cónyuge asociado entrarán en comunidad, supuesto que 
aquéllas son derechos m"l,:l:arios. E,to no ofrece duda al­
guna en cuanto á los divid~ndos anuales, que se distribui-

> 
rúu por todo el tiempo que dure la sociedad. P~ro si la so· 
ciedad se disuelve y se ponen en el lote del cónyuge aso­
ciado algunos inmueLls ¿éstos serian gananciales ó propios? 
La mayor parte de los autores admiten que los illllluebles 
vendrán á la comunidad. Esta es la aplicación lógica de los 
principios que hemos establ~cirlo. El cónyuge asocia,lo tie 
ne, cuando se casa, un derecho mobiliario; este d<!recho 
cae en comunidad con todas sus conseeueacias, es decir, no 
s·,hmente su parte en el dividendo, sino también su parte 
en el activo s'.lcial. Hay, no ohstante, alguna dula. ¿No 
podría decirse que el dCl"echo del asociado es complexo, 
que comprende, en primer lugar, una partd en el dividen. 
dú, en tanto que dura la sociedad; y en seguida, una parte 
en el fO'ldo social cuando la sociedad se disuAlve? La parte 
en el divid~ndo es evidentemente mobiliaria; pero la natu­
raleza del (:erecho en el activo social es incierta, depende 
de la partición, luego ésta es la que determina la parte de 
la comunidad y la parte del cónyug~ asociado. Nosotl'os 
hemos contestado ¡J" antemano á la objeción. La acción, 
por más que dé dos derechos, es un derecho único del cual 
el dividendo y la parté en el activo social son los produc­
tos. No es fÍste ó aquel producto del derecho el que entra 
en comunidad, sino el derecho mismo; por consiguiente, 
todo lo que el derecho produzca, la parte en el fondo social 
tanto como en el dividendo (1 J. 

507. En materia de legados, deben hacerse las mismas 
distinciones, siendo idénticos los principios. El asociado 

1 Dllrantoll, t. 4'\ p. 113, 1lúm. 1~7; Dt'Inolomuo. t. 9', p. 278, nú. 
mero 421. En 8EHItido COTlt'f<ll'io, Tonllier, t. ]2, nÍlm. 97, y Zach~ 
rile, t. l~, p. 347. 
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lega. sus :nuebles á Pedro, y sus inmuebles á Pablo. El 
tiene acciones en una sociedad cuyo fondo se compone de 
muebles é inmuebles. Si es una sociedad que !lO forma un 
cuerpo moral, el derecho del testador es mobiliario é in­
mobiliario juntamente: la parte mobiliaria corresponderá 
al legatario de muebles, la inmobiliaria al legatario de los 
inmuebles, salvo la aplicación del prineipio que arregle el 
efecto de la partición. Si la sociedad es una de aquellas á 
las cuales se aplica el art. 529, hay que distinguir si la so· 
ciedad subsiste en el momeflto en que se abré el legado, 
ó si está disuelta. Si subsiste, el derecho del testador en la 
sociedad es mobiliario, y en consecuencia, corresponderá 
al legatario de los muebles, con todos sus productos, la par· 
te en el dividendo anual y la parte· en el activo social, aun 
cuando algunos cayesen en su lote. Porque lo que sé ha 
legado es el derecho, y éste consiste en la acción, la cual 
es mobiliaria, por más que pueda pronucir inmuebles. Si 
la sociedad se disolviese autes de la muerte del testador, ó 
si se disolviese por su muerte, el derecho del testador ya 
no consistiría en la acción, sino en su derecho de ca propie­
dad en las cosas mobiliarias é inmobiliarias que componen 
el fondo social. La partición determinará lo que correspolldé 
al legatario de los muebles y al legatario de los inmue­
bles (1). 

!íOS. La ven ta de una ncción en una sociedad es mobi­
liaria ó inmobiliaria. Esta cuestión es importante bajo el 
punto de vista del derecho fiscal, siendo los derechos de 
translación más considerables en las ventas de inmuebles 
que en las de muebles. Se aplican siellipre los mismos prin­
cipios. Si la sociedad no forma un sér moral, el derecho 
del asociado es un derecho indiviso, en parte mobiliario, y 

1 Durantoll, t. 4?, núms. 124-125, p.lIO. ChampiOllnierB J' HigllWl, 
t. 4', núm8. 3892...3697. 
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en parte inmobiliario. Si la sociedad forma un cuerpo mo­
ral, el derecho del asociado es mobiliario, y por lo tanto, 
la venta es mobiliaria. La olicinl\ del registro público ha 
puesto en duda este principio, invocando los términos del 
art. 1>29 que parecen -decir que las acciones son mueblee 
solamente entre a,ociados, de donde conclula qUé la fic­
ción no se aplicaba á terceros. Estas pretensiones han sido 
rechazadas siem pre por h corte de casación. De antémano 
hemos contestado á ellas (núm. 504). (1). Después de la 
disolución de la sociedad, la ficción cesa y se vuelve al dere· 
cho común. Se ha fallado, por aplicación de estos princi­
pios, que la venta de una concesión de minas, cuando no 
hay sociedad entre los concesionarios, es una venta inmo­
biliaria, supuesto que es la venta de una porción indivisa en 
un inmueble (2). 

Núm. 5. De las Rentas. 

1>09. Se llama renta el derecho á una prestación perió­
dica en dinero Ó en efectos: la prestación torna el nombre 
de alcauces. Teniendo por objeto el derecho una cosa mo­
biliaria, es evidente que la renta es mobiliaria. Esto es lo 
que dice el arto 1>29: «';on también muebles por determi­
nación de la ley, las rentas perpétuas ó vitalicias, sea sobre 
el Estado sea sobre particulares.» Esto nos parece evidénte 
en nuestrns dlas; no pasaba lo mismo en el derecho aDti­
guo. L~ mayor parte de las rentas eran inmobiliarias. Tal 
era antes que todo h renta sobre ralees. 

El contrato de renta sobre ralees se calificaba en otfO 
tiempo de ar1'endamiento de 1·enta. Por este contrato, el 
arrendador cede una heredad baío la reserva de una renta 

1 Sentencias de denegada apelación, de 7 ,le Abril de 1824, y de 
14 de A.bril de 1824 (Dalloz, Bienes, núm •. 187 y 188). 

2 Sentencia de casación, de 3 de Enero de 1865 (Dalloz, 1865. 1,31 J. 
P. de D.-T01ll0 v 94 
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anual, en dinero ó en efeotos, á ouya prestaeión se obliga 
el tomador por todo el tiempo que posea la heredad. El 
arrendador cede la heredad, es decir, que traslada su pro­
piedad al tomador; pero se reserva un derecho real en la 
cosa, derecho que:sigue al fundo á cualesquiera manos qus 
pase; aSI, pues, la prestación que constituye la renta es de· 
bida por el fundo, y el detentador del f.lndo está obligado 
en esa calidad ll). Slguese de aqul que la renta era un 
derecho inmobiliario; se la consideraba corno una parte 
de la propiedad que el arrendador se había reservado; luego 
era un desmembramiento de la propiedad de un inmue­
ble, y por lo tanto, un derecho inmobiliario. Siguese 
también de aquí que el tomador tanto como el detentador 
del fundo gravado con renta podla descargarse dAl pago de 
la renta aband~nando el inmueble, y esto era lo que se lla­
maba déguerpir: (abandonar;; estando obligado el solo in­
muéble, el detentador no lo éstaba personal mente, luego 
podla abandonar el inmueble; y no .~iendo ya detentador, 
cesaba de estar obligado á la renta. Pero él no podla pedir 
que se le pagase el capital de la renta, porque esto habrla 
equivalido á forza r a I arrendador á que le cediese su dere· 
cho en el fundo, y nadie puede ser obligado á vender su 
propiedad, sino por causa de utilidad pública. En este sen· 
tido la renta sobre bienes ra[Qes no era redimible. 

La renta constituida difería en mucho de la renta sobre 
bienes ralees. Esto era un crédito de alcances adquiridu, 
sea á titulo gratuito, sea á titulo oneroso, mediante un pre­
cio en d.inero ó en cualquier otro capital mobiliario. Supues. 
t.o que era un crédito, el credirentista no podía exigirlo sino 
del deudor ó de sus herederos. Por su parte, el delldor po­
drá liberarse reembolsando el capital de la renta. La reuta 

1 ProudhoD, Tratado del dominio de propiedad, t_ l~, números 266 
y 267. 
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constituida era el'más frecuente de los contratos en el anti­
guo derecho: era sobre poco más ó menos el único medio 
de colocar los capitales, el préstamo á interés estando pro­
hibido y estando la industria todavía en la infancia. En 
realidad, la constitución de renta era un préstamo á interés, 
disfrazado bajo la forma de una venta. Los que quel'lan pe­
dir prestado, como no podian hacerlo directamente, vendlan 
una renta que se obligaban á pagar mediante el capital que 
el credirentista les pagaba como precio de la renta. La ven 
ta era evidentemente ficticia, porque el pretendido vendedor 
creaba, constituía la cosa que él vendía. Había esta dife· 
rencia entre el préstamo á interés y la venta constituida, 
que el que prestaba era acreedor de un capital cu~'o reem· 
bolso podla exigir, mientras que el que cálocaba su capital 
á renta no podía reclamarlo, supuesto que enagenaba defi· 
nitivamente. Esta diferencia fué lo que hi~o aceptar el 
contrato de renta por la Iglesia, bien que prohibió el prés· 
tamo á interés. El deudor que se consideraba como que 
había vendido la renta, se reservaba el derecho de redimir. 
la reembolsando el capital. Por esto toda venta era redimi· 
ble (1). Las rentas constituidas se consideraban general· 
mente como inmobiliarias en los paises de derecho consue· 
tudinario (2). Esta era una nueva ficción. El derécho era 
evidentemente mobiliario, supuesto que tenía por objeto 
prestaciones mobiliarias. ¿Por qué se asimilaban las rentas 
á los inmuebles? Porque, dice Pothier, ellas prodUCían una 
renta anual y perpetua como los fundos de suelo. Agrega 
ctra razón, y es que las rentas constituidas formaban la 
parte mayor del patrimonio, y muy á menudo todo el pa· 
trimonio de un gran número de familias (aJ. E,tas J'azones 

1 Ducaurro,r, Bontder y Roustaiu, (Jamerdario, t. 'J", }l. 26, núm€'_ 
ro 3. 

2 Merlín Repertorjo, eula palabra Bienes, pfo. 2° (t. 3~, p. 120). 
3 Potbier, IntroduccióJI general á las costumbl'es, núm. M, 
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son nadil menos que decisivas, porque están tomadas IIn 
circunstancias que nada tienen de común con la naturale~a 
del derecho. 

La renta vitalicia ordinariamente se establece por un con 
trato á titulo oneroso por el cual el acreedor entrega un ca 
pita), sea en dinero, sea en muebles ó inmuebles, con la 
condición de que el que lo recibe pagará al arrendador, mien­
tras éste vive, un interés alJual al tipo que las partes 
gusten fijar. Puede también constituirse, á titulo gratuito, 
por donación ópor testameuto. En el antiguo derecho, no 
eitaban de acuerdo acerca de la naturaleza de la renta vita­
licia. Pothier la asimilaba á la renta constituida, de la que 
no. difiere sino por la duración; pero como una y otra pro­
ducen renta, sea perpetua, sea vitalicia, se las ponía en ].a 

misma linea que los inmuebles. Esto era también una fic 
ció n (il. 

!S10. El derecho antiguQ fué modificado ya por la Asam 
hlea constituyente. Esta declaró redimibles las rentas en 
bienes. ralces. Los fundos gravados en renta eran de una 
transmisión difícil, luego f"rzosamente se quedaban en ma 
nos de los que los poseían, y por consiguiente, erar' á me­
nudo mal cultivados: el interés público exige que los pro" 
pi.atarios pueden libertar sus fundos rle todacarg~. Esto en 
naQ,i!o cambió la naturaleza de las rentas, siguieron siendo 
inmobiliarias como lo eran en el antiguo derecho (2). La 
ley de ~ t brumario, ano VII, sobre el rógimél1 hipotecario 
movilizó virtualmente 10,las las rentas, disponiendo que en 
lo sucesivo ya no se podrían hipotecar (cáp. II, art. 6). Sin 
.,o¡bargo. I¡¡s rentas no se rleclararon formalmente muebles 
sit¡¡¡ por el art. 529_ 

Siendo las rentas redimibles y mobiliarias, resulta de ella 
1 Potbier, Introducción general á las costumbres, núm. 55. 
2 Ley ele 4 ele Agosto (le 1789, arto 6. I,ey ele 18 ele Diciemore <lo 

1790, art. 3. 
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que ya no hay rentas en bienes raíces en el sentido del an­
tiguo derecho_ Esto está implícitamente rle,'i,[ido por el 
arto 530, que se agregó al código civil por la ley de 30 
ventoso, año XII (art. 3). Hablase sometido ,,1 consejo de 
Estado la cuestión de saber si era conveniente restablecer 
la costumbre de las rentas en bienes ratces. Fácil era de­
mostrar que dichas rentas no tenían ya razón de ser. L1S 
rentas en bienes raíces y las constituirlas "e habían intro 
ducido y multiplicado en el antiguo derecho, porque estaba 
pr"hibido el préstamo á interés; ahora bien, según la nueva 
LJgislación, el préstamo á interés entra en el derecho co­
mún de todas las convenciones, estando considerado el di­
nero corno una mercancía. Se objda que el arrendamiento 
de renta tenia nna ventaja, ! era la de favoraeer el cultivo 
d~ los fundos incultos, cediéndolos á cultivadore, pobres, 
que los mejoran p0rque están seguros de aprovecharse tle 
los frutos de su trabajo. Pero los arrendamientos :i dilatado 
término y la enfiteusis presentan la misma ventaja y no 
ofrecen el inconveniente r:le cargas perpetuas que gravan 1"$ 
fuudos y los colocan, por decirlo así, Juera del comercio, 
lo que compromete el interé, de la agricultura (i). 

El códigl) permite que se establezcan rentas perpetuas 
por el precio de la venta de un inmueble ó como condición 
c!\> la cesión á titulo oneroso ó gratuito, de un fundo inmo· 
biliario. DAse el nombre de rentas en bienes raíces á tales 
renlas, porque están constituidas por la c::si in de un fundo 
inmobiliario; pero estas rentas, que se lIarrlan sohre bienes 
ratees, ya uo son derechos reales inm'loiliarios; naúa de 
común tienen más que el nombre con el arrendamiéllto de 
renta, del antiguo derecho. Este es una especie de présta­
mo. En el titulo del Préstamo volveremos á insistir acerca 
del art. 530. 

1 Sesióu del Corsejo de Est¡ulo, üe 1,') \'Clltoso, afio XIl (Locré, 
t. 4', 1'. 40). 
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Núm. 4. De los oficios. De la propiedad literaria. 
De los/ondas de comercio. 

oH. ~n el antiguo régimen habla cargos venales; las 
costumbres y las ordenanzas los declaraba u inmuebles, por 
una ficción ar.áloga á la que reputaba las rentas inmobilia~ 
rias (f). La venalÍllad de los oficios rué abolida durante la 
Revolución. En Francia la ley de 8 de Abrí: de 1816 (ar­
ticulo 91) permite á los abogados de la corte de casacion, 
á los notarios, á los agentes de negocios, á los escrihanos, 
á los comisarios, á 1, s agentes de cambio, á los corredores 
y á los ministros ejecutores que presenten un sucesor de la 
aprobación del gobierno. Esto equivalía á declarar impl!ci. 
tamente venales dichos cargos, su puesto que los oficiales 
ministeriales estaban tácitamente autorizados para estipular 
un precio por la cesión de sus oficios. El derecho de pre­
sentación, dé donde deriva la venalídad ¿es mobiliario ó 
inmobiliario? En el antiguo régimen, los oficios no eran 
inmobiliarios sino por una ficción legal. Como la legislación 
moderna no reproduce dicha ficcióu, se vuelve á la realídad 
de las cosas. As! es que la ley de 20 de Junio de 184,1 
(arts. 6 y siguientes) no somete las transmisiones de oficio 
sino á los derechos de registro establecidos para los valores 
mobiliarios (2). En Bélgica no existen rargos venales. 

012. La propiedad literaria es un derecho mobiliario. 
Esto no da lugar á duda alguna. Considerada como dere· 
cho pecuuiario, ella tiene por objeto uoa suma de dinero, 
luego es mobiliaria. Pero aquí nace una ligera dificultad. 
Si el autor se casa ó está casado bajo el régimen dEl la C(, 

munidad legal ¿la propiedad misma, ó únicamente las edi· 

1 Costl11llure do París, ~I't. 95. "OJioiu vunal (\s inmnebl(l." Orde­
nanza de Ma.rzo do 1863 (Durantou, t. 4":', "útil. 16U; DomuloIrilJe, to-
1110 9?, 1'.307, lIúm. 438). 

2 Aulny y Rao, t. 2°, p. 30, Ilota 27, y los antores que allí se citan. 
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ciones publicadas mientras dura el matrimonio son las que 
caen en el activo de la ('0 nnnidad? ¿Hay qlla decidir sin 
vacilar que el derecho miomo cae en la comunidad; las di­
versas ediciones no son más que un producto del derecho. 
Esta es la opinión general, salvo el disentimiento de Tou­
lIier(1). 

513. Los fondos de cOmercio son también muebles, bajo 
cualquier aspeeto que se les considclre. R~spectn á las mer­
cancias y al mobiliar:o, no hay que decirlo, supuesto que 
son muebles corporales. Hay también algo de incorpóreo 
en un fondo de comercio; y es lo que se llama el artificio 
pa,·a vender ó la clientela, que se fija en una casa en razón 
de la inteligencia y de la buena reputación de los qUd la di· 
rigen. Esto constituye el elemento moral del comercio; 
pero bajo el punto de vista del derecho, tienrIe á un bene­
ficio, luego á una suma de dinero, ohjeto mobiliario, y por 
lo mismo colocado entre los muebles. Tal es también la 
jurisprudencia y la doctrina (2). 

SECCION [[[.-Definición de de las palabras muebles, 
muebles para amueblar, bienes muebles, mobiliarios, 
efectos mobiliario" casa amueblada, casa con todo lo 
que en ella se encuentra. 

§ l.-PRINCIPIO DE I~'TERPRETACION. 

51q. Se lee en la Exposición de motivos: «Surglan gran· 
des disputas sobre la acepción de las palabras «muebles 
que amueblan, hienes muebles, mobiliarios, efectos mobi­
liarios,» cuando se empleaban en las actas: nosotros hemos 
creldo deber dejar subsistir una incertidumbre que futÍ al-

1 J)p,lIlolomhp, f.. ¡Jo. p. 310, IlÚ1U. 439, 
2 De;no1omue, t. gn, p. 311, núm. tHO. Véase lajnrisprlluenoia en 

Dalloz, Bienes, núm. 213. 
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gunas veces muy embara~osa para los jueces y siempre rui­
nosa para los litigantes. Nosotros, en consecuencia, hornos 
fijado el sentido preciso de tales expresiones» (1). Si se es; 
cuchan las quejas unánimes de los autores, hay que decir 
que rl legislador ha faltado completamente á sus fines. 
Cuando la ley define los términos de que se sirven las par. 
tes en sus actos, importa que las definiciones expresen 
exactamente la voluntad de los que la. emplean; ahora 
bien, esto es casi imposible, supuesto que la intención de 
las partes puede variar de un caos para otro. En este sen­
tido puede decirse, con los jurisconsultos romanos, que too 
da definición legal es peligrosa (2). Las que el código ha 
dado casi siempre están en desacuerdo con el sentido que 
las partes atribuyen habitualmente á las expresiones que él 
define. El legislador ni siquiera ha puesto término á la in· 
certidumbre de los jueces ni á los litigios. Prueba, las nu· 
merosas sentencias dadas en esta materia; muchas mas hay 
sobré los cuatro artículos que debian poner fin á las con· 
troversias suscitadas sobre todas las demás disposiciones de) 
titulo 1. 

1>11>. La primera cuestión que se presenta es I a de saber 
si las definiciones deben entenderse en un aentido estricto, 
es decir, si el juez esta obligado á interpretar las palabras 
eelinidas por el código civil, según los arts. 1>33 1>36, ó si 
puede consultar la intención de las partes, y por cansi 
guiente, dar á las expresiones de que éstas se sirven otro 
sentido del que el legislador ha consagrado. Hay una razón 
para dudar. Acabamos de transcribir los motivos por los 
cuales los autores del códigQ han escrito esas difiniciones en 
la ley: han querido fijar el sentido de las expresiones que 

1 Treilhnml, Exposición de ruoti'foS aúm. 15 (Loeré, t. 4'\ p. 31). 
2 L. 202, D., de regulis juri. (L. 17) "Onimis definitivo ¡njnre perien· 

j ore est." 
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ellos definen: han querido poner término á los pleitos y á 
la incertidumbre de los magistrados llamados ,¡ decidirlas. 
¿No implica esto que los tnbunale, estilo ligados por 
las definiciones legales? ¿Admitíl" que el juez puede des· 
viarse de ellas, no es volver· á abrir b puerla á la incerti· 
dumbre y á 105 litigios·1 La experiencia está ahí para dar fe. 
No obstante, la doctrina y la jurisprudencia se han pro­
nurlCiado contl"a tal rigol·. Hay uu IJrimer pUllto que es 

cierto. Las partes pueden declarar que emplean las pala­
bras definidas por el código ton un sentido llJás amplio ó 
más restdngido que el qne la ley les da. En ef"eto, elle· 
gislador no pretende imponer su voluntad á las parles, sino 
declarar únicamente cual es su volnntad; luego deben estar 
libres para manifestar una v"luntad cllntraria. Todo lo que 
ellegiblador quiere, e3 la certidumure; pues bien, si las 
¡Jurtes manifiestan claramente sn voluntad, ésta será cierta; 
y sería contrario oí todo prillciph suponerles una voluntad 
diversa de la que han manifestado. Partiendo de aquí, hay 
que ir más lejos y decir que la voluntad de las partes pne· 
de inducirse no solamente de una dedaraciou expresa, sino 
de los términos de la c](lUsula en que se hallan las palabras 
definidas, poco importa de qué modo se manifieste la vo· 
luntad de las partes; con tal ,:e que sea cierta, debe ser 

superior á definicione3 que, después de todo, no son más 
que una presunción de la voluntad. Hasta aquí todos están 
de acuei\lo. El desacuerdo comienza cuando se trata de de· 
termillar la intención de las partes, no por el acta, sino por 
hechos y circnnstancias exteriores. 

AqUí vuelven á aparecer 103 motivos para dudar que <lea 
ba;nos de exponer. Se <Jgrpg3 que d"be tenerse en cuenta 
que nadie debe ignorar la ley; que si las partes emplearon 
expresiones que el código deline, sin mar~ar que pretenden 

P. df. lJ.-lu~IU v Hü 
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apartarse del código, debe admitirse que ellas han querido 
conformarse á las definiciones legales. Nada seria más 
cierto si la presunción que nadie debe considerarse como 
ignorante de la ley, fuese aplicable al caso en debate. El. 
otra parte lo hemos dicho: esa presunción, que ni siquiera 
está escrita en nuestros textos, '10 recibe aplicación sino It 
las leyes de interés general(1). Cuando se trata de inter­
pretar las conv'3nciones ólas disposiciones de las parles, an­
tes que todo hay que indagar cuál es su pensamiento, su­
puesto que es el que tiene fuerza de ley. Es verdad que el 
legislador ha cuidado de definir ciertas expresiones, y si 
la ley fuese realmente conocida de los que contratan ó ha­
cen testamento, podria decirse que se considera como que 
ellos emplearon tales expresiones en el sentido legal, por 
el hecho solo de no haber manifestado intención contraria_ 
¿Es necesario agregar que las partes ignoran la ley? ¿que el 
mayor número ni siquiera sabe leer? Nosotros establecemos 
como regla de interpretación que la voluntad de las partes 
es superior á las definiciones legalAs. Hay, siu embargo, 
que agregar una reserva: el juez debe aplicar las definicio 
nes de la ley, á menos que no esté claramente establecido 
que las partes han querido derogarla. En la duda, debe 
aplicarse la ley ¡2). 

!H6. Frecuentemente hay conflicto en esta materia, en­
tre las disposiciones de la ley y la v(hntad de las partes. 
Se pregunta si la corte de casación puede cOllocer de estos 
debates. Ella no illterviene sino para mantener la~ decisiQ­
nes conformes á la ley, ó para anular las que la violan. Lue­
go es preciso que la sentencia contra la cual se ha tomado 
el recurso haya resuelto en derecho, es decir, en el caso, 
basándose en las definiciones dadas en los arts. ~33 y ~36. 

1 Véase el torno l~ üo mis prindpios. p. 62, 11(\111. 24. . 
2 Demolombe, t. 9~, 1'. 315, núm. 442, En senti!lo oontrario, Da_ 

lIo~, Bienes, núm. 216. 
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Si la corte de apelación invoca la voluntad de las partes, 
ella estatuye de hecho, la I~y no entra en una cuestión, y 
por lo tanto, la corte de casación es incompetente. Esto es 
de jurisprudencia. «Un te.tador había darlo á uno de sus 
lpgatarios todo» 1<) que se considera como mobiliario, sea 
dinero, phta labrada ó muebles. Hubo pleito sobre la cues· 
tión de saber si el legado comprendía los créditos, obliga. 
ciones y otros valores incorpóreos. La corte d" París atri­
buyó al legatario la totalidad re los bienes muebles; pero 
fundó su decisión, no ell el texto de los arts. 528, 529 Y 
536, sino en la voluntad de la tc,tadora; se trataba, pues, 
de apreciar la intención del testador, no el carácter legal de 
sus disposiciones. Ahora bien, la corte de casación ya no 
puede investigar el pensamiento de los que hacen testamen· 
to como tampoco el de los que contratan; en uno y otro 
caso, puede haber juzgado mal, pero no hay violación de la 
ley. Por lo tanto, la corte de casación no podía conocer del 
recurso (1). 

§ n.-DEFINIeroN DE LA PALABRA MUEBLE. 

!Si 7. El art. 533 establece: «La palabra «mueble,» em 
pleada solo en las. disposiciones de la ley, ó del hombre, 
sin más adición ni designación, no comprende el dinero en 
numerario, las piedras preciosas, las deudas activas los li­
bros, las medallas, los instrumentos cientificos, los de las 
artes y oficios, la lencerla, los caballos, equipajes, armas, 
granos, vinos y otros efectos; tampoco compréLde lo que 
forma objeto de un comercio.» Se ha criticado esta defi· 
nición, en primer lug~r, bajo el punto de vista grama­
tical. La palabra «mueble» no se em pela en el singular en 
el sentido que el código le da. No obstante, puesto que la 

1 Sentencia de denegada apelación, <10 28 de Enero ue 1862 (D .. _ 
Hoz, 1862, 1, 226). 
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ley da llll sentido legal á la palabra «mueble,» habrá que 
entenderla así, si un testador dijere que leg;l su «mueble,» 
á menos que los tél'minos del testament·) y las oireunstan­
cias de la causa indiquen una voluntad diferente. E,ta eo 
la aplicación del principio de interpretación que acabarnos 
de Establecer :1). 

El art. 033 enumera las cosas que no están comprondi 
das en la palaura muelJle. Luego esta expresión compren· 
de todos los efectos moUiliarios que no se encuentran en 
dicha enumeración. Esto equivale á decir que la leyes res· 
trictiva y que no se puede extenderla por vía (13 analogía. 
Esto resulta del texto y del espiritu de la ley. Toda exclu .• 
sión es por naturaleza restrictiva; ¿por qué se tomaría el 
legislador el trabajo de enumerar extensamente las cosas 
que él quiere excluir, si se pudieran aun agregar otras cosas 
á las que él ha excluido? En el caso de que se trata, hay 
una razón particular para admitir la interpretación restl'k 
tiva, y es ql¡e el legislador ha querido poner fin á la incer· 
tidnmbre y ú los pleitos. A menos de ponerse pOI' encima 
de la ley, hay que tener mucho en cuenta estl vulunta,l 
expresada con toda claridad. No obstante, con ex~eí'ción 
de Taulier, todos los autores aclmiten la interpretación ex· 
tensiva que Duranton euseñ,!' El art. 033 excoptúa las me 
,hilas. Por idénticas razones, se dice, hay que exceptuar 
las colecciones de cuadros ó de porcelanas. Sin du1a que 
el legislador habría debido excluir estas colecciones, cuando 
excluye las medallas. Pero no se trata de lo que el legisla 
dor habría debido hacer; él ha hablado, ha expresado su va· 
luntad y el intérprete debe respetarla. ¿A qué viene á parar 
la interpretación extensiva? A pstablecer una nueva defini· 
ciónj porque no h'lY un solo efecto excluido por el texto 
que no pueda extenderse por vía de analogia;· pero también 

1 Durantou, t. 4", p. 141, núm. 169. 
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para cada uno de los efertos no pxrlllirlos y que se quisieran 
comprender en la exclusión, habrá disputa ¿Es esto lo que 
ha querido el legislador? Tanto h:tUl'í 1 valido nI) bacer de­
finición (1). 

018. La definición que el urt: 033 da de la palabra mue­
ble no es siempre aplicable. Unicamente cuando esa pala· 
ura está empleada sola, dica el código, «sin otra adición 
ni designación,» es cuando tiene la significación definida 
¡'or la ley. Luego si la palabra mueble, no está empleada 
sola, si hay una adición 6 una designación ,jUalquiera, ya 
liO estamos dentro de la definición legal; el sentido en el 
cual debe entenderse la expresión de que se ban servido las 
partes se vuelve una cuestión de hecho abandonada á la 
apreciación del intérprete. Se ha fallado que si el testador 
lega sus muebles y sus inmuebles, la palabra muebles ya 
no está empleada sola, está opuesta á inmuebles, y compren­
de, en consecuencia, todo lo que no es inmueble (2). Tam­
Liétl se ha fallado qtJe si el testador dice que lega' todos 
sus muebles, da á entender qne lega todo lo que la ley 
cuenta entré los mup,bles ',3). 

El art. 033 supone que la palabra mueble se emplea Só' 
lo en las disposiciones de la ley. En realidad, no hay una 
sola disposición en que esta palabra tenga el sentido que le 
da nuestro texto, Líen que esté empleada sola. Es que el 
conjnnto de la disposición le da otro sclnti,1,J. As! es que el 
art. 402 dice que el tutor mandará vende!' todos los mue· 
bles que no sean los que el consejo de familia le haya au· 
torizado á conservar en especie. El espíritu de la ley prueba 

1 T.ITll1inr, t. ~;>, p. l¡5. Comp{trese, jlonrlon. t. 1", p. 643, Bota.. 
EH ¡.;,e!Jti!1o f1o!Jti':Irio, Dnrantotl, t. 4", p. 1·16, nínll. 176; DeJlobm­
be, t. !)?, p. 3I!), nfllHel'O -!t7. 

:! Parí~, ti dn Enero (le 1807 (Dallo?', Bienes, lIúm. Z2~). 
3 Bruse.las, 8 da Mayo do 18LG (D,dlo/'I Bienes) núm. 226); Duran­

ton, t. 4~, p. 144, núms. 172_175. 
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hasta la evidencia que el tutor debe mandar vender todoS 
los muebles corporales, aun aquellos que excluye el arUcu­
lo 533; la palabra muebles, tiene, pues, en este caso, una 
significación eSflecial que resulta de la intención del legis­
lador. En otras disposiciones, la pahbra muebles, cuando 
se encuentra sola, está virtualmente opuesta á la palabra 
inmuebles, lo que extiende su significación á todo lo que 
se reputa muebles' conforme á la si¡:{nifica~ión del código 
Nap'lleón: tales son los arts. 805, 8215, 2101. 2102, 2119, 
2279. Es inútil insistir, porque todos se hallan de acuer­
do (1 l. 

La definición del art 533 no recibe, pues, aplicación sino 
á las disposiciones del hombre. Sin embargo, esta aplica­
ción será muy rara. No encontramos una sola sentencia que 
haya aplicado la definición legal. Ello es porque casi nunca 
acontece qne la disposición comprenda únicamente los mue· 
bies. Por lo mismo, la definioión deja de ser aplicable. 
Luego puede decirse qUfl el arto 533 es inútil. Razón deci­
siva para no detenernos más en esta cuestión. 

§ III.-DEFINICION DE LA EXPRESION MUEBLES QUE AMUEBLAN. 

519. El arto 534 dice que: «Las palabras muebles que 
amuebla.n no comprenden sino los muebles destinados al 
uso y al ornato de los aposentos, como colgaduras, lechos, 
sillas, espejos, relojes, mesas, porcelanas y otros objetos 
de esta naturaleza. Los cuadros y las estatuas que forman 
parte del mobiliario de U:J ap',sento estáu también com­
prendidos, pero no las colecciones de cuadros que pueden 
estar en lAS galerlas y piezas particulares. Lo mismo es de las 
porcelanas: únicamente aquellas que forman parte del deco· 
rado de un aposento están comprendidas en la denomina­
ción de «muebles que amueblan.» 

1 Doranton, t. 4°, p. 142, núm. 171; Demolombe. t. 9', p. 317, nú­
mero 444. 
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tos autores están de acuerdo en decir que esta defini­
ción es la única que corru<i,oncle al sentido moral y práctico 
de la expresión que la ley ha definido, y que por lo tanto 
era fnútil definir, indicando el uso suficientemente cuales 
son los muebles que sirven para adornar un aposento. La 
definición ni siquiera previene las dificultades de apli~ación. 
Así es que se pregunta si la biblioteca está comprendida en 
tre los muebles que amueblan. No comprendemos que haya 
controversia acerca de este punto. ¿A.'aso los libros sirven 
para adornar el aposento en donde se encuentran? Sirven 
ó dehen servir al menos para aJornar el entp.ndimiento. 
Oll'a cosa sería de los armarios y estantes destinados á re· 
cibir los libros: es una parte necesari.l del menajll, por lo 
meoos desde nuestros días en que pronto I.!O habrá ya fami­
lia acomodada que no posea una colección de libros (1). 

Resulta de la de[inición del arto 534 que hay una gran 
diferencia entre los <muebles que amueblan» y los muebles 
que «guarnecen» una casa. Esta última expresión es mu .. 
eho más amplia; comprende los mueble necesarios á los que 
habitan la casa, tales como la ropa blanca, la vajilla; mien­
tras que la primera sólo comprende los muebles que ador­
nan los aposentos. En lae disposiciones testamentarias, pue­
de haber duda soLre el sentido de la exprésión que el tes­
tador ha empl~ado. Esta es una cuestióo de intención, si se 
admite el prinf,i¡J1o tle interpre~ación que se sigue general­
mente (núm. 515). Se ha fallado que la expresión «mue· 
bIes que amuebl~nD debía tomarse en el sentido del articu­
lu 534, cuando el testamento se haya redactado por uo no­
tari0' porque éste debe conocer la ley, y se supone que ha 
explicado al testador cuál sería el efecto legal del legado de 
los muebles que amueblan (2). Lo contrarie pudiera juz-

1 Demolomoe
J 

t. 9?, p. 321, uúm. 448. Dalloz, B,jMe.5, núm. 229. 
2 Besan2oD, 11 de Mayo de 1861 (Dalloz, 1861, 2, lOO)_ 
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garse en circunstancias diferentes. Estas son cuestiones de 
hecho en las cuales es inútil detenerse, porque los hechos 
varfan de un caso al otro. 

§ IV.-DEFlNIGIOI'! DE LAS EXPRESIOI'!ES BIENES MUEBLES, 

MOBILIARIO, EFffiGTOS MUEBLES. 

520. Según los términos del art. 535 la expresión «bie 
nes muebles,» la de «mobiliario» ó «efectos mobiliarios» 
comprenden generalmente todo lo que se tiene 'por mueble, 
según las reglas anteriormente establecidas.» Todos los au­
tores critican est'l definicición, sobre todo eu lo concernien­
te á las expresiones de «mobiliario» y «efectos mobiliarios.» 
Cierto. es que, en el lenguaje usual, no se entiende por eso 
el dinero en numerario, mucho menos aún los créditos, 
rentas, obligaciones y acciones. De aqu[ numerosas dificul­
tades. ¿El juez está ligado por la definición del art. 535 ó 
puede apartarse de ella? De antemano henlos contestado á 
la cuestión, admitiendo el principio de interpretación, que 
permite á los tribunales consultar la intención de as partes. 
Desde luego es claro que si el disponente ha manifestado su 
voluntad, hay que seguirla; luego si en la disposición hay 
una adición ó designación que haga conocer la intención de 
las partes, el juez puede y debe atenerse á la voluntad del 
disponente, más bien que al texto del art~ 535. Poco im­
porta que éste no reproduzca las palabras «adición» y «de­
signación,D que se hayan en el arto 533; en él están com­
prendidas de derecho, porque esta reserva dimana de los 
principios generales de derecho (1). 

Puede ser la voluntad del testador restringir la significa· 
ción legal de las expresiones "mobiliarios y efectos mobi· 
liarios:" la intención predominará sobrE; la ley. Pero es pre' 

1 Sf>I1t.encia de la corte de cas¡,¡cióu, de Bélgiml, dé 1':' de DiciclII 
br~ de 1838 (Dalloz, Bienes, n1Ím. 231). 
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ciso que no haya duda alguna ac~re3 de ,liena. iniención. 
Cuando el deponente ha expresado 'i!U 'V~ (1OQ 'foda 

claridad, sirviéndose de los términos·dt! la I,,¡-, no llS posl· 
ble, por interpretaciones más ó menos mciertas, restringit 
lUcha voluntad. La definición dada por el art. ñ3ñ debe al 
menros tener este efedo, que si nada prueba una intención 
contraria, hay que admitir que el testador empleó las et.· 
presiones definidas por el código en el sentido legal. Al 
que pretende que se hallan en otro sentido corresponde pro· 
barlo 1,1). 

Esto no es dudoso. Pero ¿cómo se probará la intención 
del disponente? Si la disposición misma marca que debe 
limitarse á ciertos objetos, entonces la intE\rpretación res· 
trictiva es de derecho; La testadora, después de haber da. 
do sus bienes á los pobres, hace un legado á su hermana 
en éstos términos: «Le ruego que escoja, en memoria mla, 
aquello que pueda gustarle de mi mobliario.» La legata­
ria eligió entre varios objetos dos «efectos de comercio.» 
Esto evidentemente era abusar de la definición del código. 
Resultaba de los térmiuos mismos del testameuto, que la 
difunta quería dejar un recuerdo á su hermana; y ¿un bille· 
te de banco es <ln recuerdo? (21. Habría además, restricción 
resultante de las disposiciones mismas del testamento, si 
el testador, cuya fúrtuna és puramente mobiliaria, institu­
yese un legatario universal y un legatario del "mobiliario:» 
.c ha fallado que, en este caso, la palabra «mobiliario» no 
eomprendla más que los mueblEs, en el sentido del artleu· 
lo ñ33; porqUé si se aplicara el art. ñ3ñ, el legatario de! 
mobiliario habrla tomado toda la herencia, y nada habrla 

1 Seniencia (l~ Burdel):", de 28 de Febrero üe 1831, oonfirmada por 
una Rentencia üe denegalla apelaoión, de 1'.' de Mayo de 1832 (Da­
lloz, Bienes, núm. 232). 

2 EruBelas, 15 de Junio de 1815 (Dalloz, Bienes, núm. 235). 
P. da D.-TOllO v 116 
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quedado al legatario universal (1). Del mismo modo, el 
teslador que léga en toda propiedad á su mnjer el «mobi. 
liario» que se halle en .tal ó cual casa, después de haberle 
legado el "usufructo» de todos Sl,lS bienes, muebles é ia­
muebles, uo puede haber empleado la palabra «mobiliario» 
en el sentido legal del arto 030, supuesto que, interpretán· 
dolo asl, se llegaría á esta consecuencia absurda, que el tes· 
tador \i.abría legado el «usufru~t() del mobiliario» que se 
halla ea la casa susodicha, al mismo legatario á quien de­
jaba «loda la propiedad de aquel mobiliario;» se ha fallado 
que la palabra «mobiliario» significaba en este caso, «mue­
bies.» (.2). Se ha fallado, además, que el que lega créditos, 
además de su «mobiliario, D no puede haber entendido la 
palabra «mobiliario» en el sentido legal, que según el ar­
t(culo 030, comprenderían los créditos (3;' Si un testador 
da su mobiliario ¡\ los pobres, agregando que ese mobi· 
liarie debe ser v"enclido para ,listribuir su precio, es eviden_ 
te que él no ha e,nmp¡-endido los cré,litoa en su legado, ni 
el dinero en numerario (4). 

A veces sucetle que las partes agregan á la palabra «m~­
biliario» una enumeración de muebles, para hacer conocer 
mejor su pensamiento. Pero estas disposiciones en lugar de 
prevenir los litigios los originan. Se pregunta, en efecto, si 
las partes han pretendido restringir la disposición á los ob· 
jetos que ellas enumeran, ó si únicamente han querido dar 
una explicación de la palabra mobiliario. Hay acerca de es­
te punto decisiones que parecen contradictorias. La dificul­
tad cOllcierne, sobre todo, á los créditos cuando no están 
comprendidos en la enumeración. Esta es una cuestión de 

1 Seutencia tlu (leueg,ltla apelaciólI, do 300 :Marzo de 1836 (Da_ 
Hoz, Bienes, núm. 237). 

2 Aix, 18,1. Mayo tle 1837 (Dalloz, Bienes, núm. 238). 
3 Pu.n, 27 tlo Noviembre tle 1837 (Dalloz, Bienes, núm. 239) 
4. Douai, 23 de Juuio de 1846 (Dalloz, 1846, 2, 155). 
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intención, es decir, de hecho, y la variedad de las circuns. 
tancias explica la contrariedad aparente de las sentencias. 
Inútil es citarlas y mu), dócil apreciarlas, supuesto que too 
do depende de la interpretación que el juez da ú la voluntad 
del testador ó del contral"ente (J,. 

§ V.-SENTIDO DE LAS EXPRESIONES CASA AMUEBLADA, 

CASA CON TODO LO QUE EN ELLA SE ENCUENTRA. 

1521. El segundo inciso del art. 1)31) establece que «la 
venta ó el donativo de uoa casa amueblada no comprende 
más que los muebles que am"ueblan. Aquí hay, igualmen. 
te, lugar á la interpretación de la voluntad del disponente, 
por aplicación del principio general de interpelación en esta 
materia. Se dice que la expresión casa gUa1'necida es si· 
nónima de la expresión casa amueblada (2). Esto no nos 
parece exacto. Una C;Jsa guarnecida ei; la que contiene to, 
do lo que es necesario á la habitación; así, pnes, lo que sir. 
ve á los que la habitan, tal como la ropa blanca y la va· 
jilla, mientras que la "asa amueblada es la qué contiene los 
muebles que amueblan, es decir, los que están destinados 
al usu de los aposentos lart. 1534). Nosotros convenimos en 
que en el lenguaje usual las dos expresiones se confunden 
á menudo. De ¡¡quí se originan djfi~ultades de interpreta. 
ción que deben resolverse conforme á. las circt!nstancias del 
hecho, las cuales révelarán la intención de las partes. 

1>22. El art. 1536, establece que: «La venta ó la donación 
de una casa con todo lo que en ella se encuentra no com· 
prande el dinero en numerario, ni las deudas activas y otros 
derechos en yos titulas pueden estar depositados en la casa; 
todos los demás efectos mobiliarios est4n comprendidos.» 

1 llonrg'f's, 9 .de ~ra3 o de 1848 (Dalloz, 1~~48, 2, 4011); Brnsol<lfl, 7 
de No\'iernbre de 1855 (Pasicr;s;a, 1857, 2, 200). " 

2 DelllOlotnbe, t. 9~ núm. 460, según Chavot, Prop,"edadmoblliaria, 
t. 1°, n(,Dlero !l8. 
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E.la disposición resuelve una cuestión de intención. La de~ 
cisión será siempre conforme á la voluntad de las partes 
contra~'entes cuandQ s~ trata de una venta: el que vende 
una casa con todo lo que en ella se encuenll'a, ciertamente 
que no da á entender que vende el dinero en numerario, 
porque no se vende dinero por dinero. Se pueden vender 
créditos, es cierto, pero entonces la venta forma el objeto 
de nn contrato especial, que se llama cesio n ó translación. 
Si se da entre vivos una casa con todo lo que en e lla se en· 
cuentra, la dificultad concernieute á la intención del dóna 
dor casi no puedepresentarsej porque respectó á los (,bje. 
tos mobiliarios comprendidos en la venta, debe aplicffae el 
arto 9~8, por cuyos términos "todo acto de donac'ón de 
efectos mobiliarios no será válido sino para los efeelos de 
los cuales un estado estimativo haya sido ancxa,lo á I a do. 
nación». Queda ellegarlo. Aquí la intención puede ser du 
dosa; el "lue hace una liberalidad es libre para darle la ex· 
tencíón. que quiera. El código interpreta la i(}ten~ión del 
testador de una manera restri0til'a, fundándose en el senti· 
do usual de los términos que ha 'empleado. Las expre;iones 
«casa con todo lo que en ella se encuentra», irnplic~n que 
las cosas mobiliarias están á perpetuidad en la casa, como 
una dependencia de ésta, en el más amplio sentido; ahora 
bien, el dinero y los créditos jamás s~n una dependencia 
del sitio en que se encue~tran, sirven á la perSODa y per. 
tenecen,len consecuencia, al sucesor de la persona, á menos 
que el propietario haya dispuesto de ellos á favor de un le 
gatario, lo que supone un legado expreso. Puede, además, 
decirse respecto á los créditos que no se encuentran en la 
casa, porque siendo ello e un derecho, no se encuentran én 
lugar determinado, supuesto que los dereehos son incorpo 
reos; los títulos que son los que realmente' se encuentran 
en la casa son, no el derecho, sino la prueba del derecho. 
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El arto 536 agrega que todos los demás efectos mobilia­
rios están comprendidos en la venta ó el dooati'fJ de una 
casa con todo lo que en ella se encuentra. l,No es aqu! la 
interpretación admitida por la ley, demashdo dxtensa? ¿Se 
puede admitir que el que vendo una casa da á ectender 
que dispone de sus vestidos y de su ropa blanca? Para el 
mismo testador es esto dudoso (1). No obstaoté, la leyes 
formal y hay que seguirla, á menos qne se pruebe que la 
intención del disponente no es la que el legislador le ha 
atribuido. Esta prueba es siempre admisible, según el prin­
cipio de interpretación que se admite generalmente (núme­
/llere 5Hí). 

1523. Es raro que el disponente se sirva de la expresión 
deünida por el art. 836; nosotros no hemos encontrado en 
los monumentos de la jurisprudencia un solo caso que re· 
produzca literalmente las expresiones «casa con todo lo que 
en e:lu se encuentra.» Desde el momento en que las partes 
emplean otras palabras, ya no estamos dentro de !os tér­
minos de la definición, y por consiguiente, debe hacerse á 

un lado para ceüirse á la significación uSllal de las expre­
siones que el disponente empleó; las definiciones legales se 
pueden invocar ú lo sumó por vía de analogía. Citaremos 
algunos ejemplos. 

El testador lega 103 abienes muebles,. el «mobiliarivD Ó 

los aefectos mobiliarios que se encuentran en su casa.» Se 
preguI1ta si este legado comprende el dinero en numerario 
y los créditos. Si el testador hubiese didlO lue lega SUJ 

«bienes muebles,» sin agregar «que se encuentran en su 
casa," se aplicaría la defínicion del art. !:i35, y por consi­
guiente, el dinero y IGS créditos eltarian comprendidos en 
el legado. Las expresiones que él ha agregado nos ponen 
fuera de la definición legal. Por lo mismo, esta es una 

1 Demolombr, t. !lo, p. 325, núm. 451, bis, y los autores ~lle él cita. 
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cuestión de hecho que recibe resoluciones diversas. Se ha 
fallado que el legado comprende los créditos, y con mayor 
razón el dinero (1). En cambio, se ha fallado que el legado 
de "todos los muebles" y «efectos mobiliarios que se ha­
llen en lá casa del testador, sin exceptuar ni reservar cesa 
alguna,» no comprende los créditos y rentas euyos titulas 
se hallarían en dicha casa; pero que ese legado comprende 
el dinero en numerariu (2). La corte de Caen ha dado la 
n:ii~ma interpretación al legado que el testador ha hecho dé 
<todo el mobiliario presente en su domicilio á la hora de 
su fallecimiento» (3). La corte de Montpellier ha atribuido 
aún una significación más restringida al donativo que el 
testador hace de sq casa habitación y de todo el mobiliario 
que en ella se e'lcuentre cuando tÍI fallezca, resolviend() que 
el disponente se habla servido de la palabra «mobiliario» 
en la acepción usual y vulgar de .«muebles que amueblan,» 
lo que excluye todos los efectos mobiliarios que no sirven 
para adornar los aposentos (4'1' Es inútil discutir estas sen­
tencias. Las decisiones son contradictorias, pero pueden 
explicarse por la diferencia de intención, y la intención va­
ria de un caso al otru. 

A veces el testador no hace mención de la casa cuando 
lega su mobiliario, pero existe, no obstante, una relación 
entre el mobiliario legado y la casa en donde se el'lruentra, 
lo que nos pone igualmente fuera de las definiciones dadas 
por la ley. El disponente da los «mueblesyefectos mobiliarios 
que se encuentren á su fallecimiento,» naturalmente en su ca­
sa habitación; la corte de Agen resolvió que este legado no 

1 Sentencia de lit corte de casaoión de Bélgica, de 19 de Diciem· 
bre de 1838 (Dalloz, Bienes, núm. 231), y de Burdeo., de 11 de Ju_ 
nio <le 1828 (Dalloz, en la palaur .. proposICiones, núm. 260á,2?l. 

2 Caen, 17 <le Noviembre do 1847 (Dalloz, 1848, 2, 180). 
3 Caen, 14 de Diciembre de 1847 (Dalloz, 1848,2, 181 l. 
, Sentencia de 16 de Diciembre de 1852 (Dalloz, 1802, 2, 120). 
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comprendía el dinero en numerario ni los créditos, pero que 
los demás efectos mobilial i " .i estaban comprendidos (1). El 
legado hecho por un testaJor de los «muebles y efectos de 
su casa habitación» no entra en ninguna definición de la 
ley, pero se conl'lOde en rsalida,! con el caso previsto por 
el arto 036: e3 en el fondo el legaJo de una casa con todo 
lo que en ella se encuentra: así fué fallado por la c(lrte de 
Burdeos (2 J. Un testador dice que lega á su esposa la casa 
que él habita, así como los muebles, el dinero contante, la 
plata labrada y generalmente torlo lo que contenga á su 
muerte; ¿están comprendiJos los créditos en este legado? 
Fué fallado afirmativamente por la corte de .l!i.x, en virtud 
de la intención del testador, y á recurso, la corte de casa· 
ción resolvió que el art. 036 no se opone á que el legado 
de una casa con todo lo que en ella se encuentra compren­
dida un crédito cuyo título se halle en dicha casa, cuando 
tal es la intención del testador reconocida legalmente con­
forme á las disposiciones del testamento (ii). 

024. La misma cuestión se presenta cuando el testador 
ha legado las cosas mobiliarias que se hall¡Lll en un lugar 
determinado. Se ha fallado que el legado de. un armario 
con todo lo depositado en él al fallecer el testador, como 
prende hasta los créditos cuyos titulos estaban allí (4). Hay 
que considerar esta sentencia como una decisión de hecho 
más que de derecho. Cierto es que ninguna de las defiui­
ciones dadas por el código era aplicable al caso. Desde lue­
go la dificultad se reducia á saber cuál era la intención del 
disponente. Podrla muy bien ser que la intención d~l tes­
tador fuese no legar los valores á menudo considerables Cll-

1 Agen, 30 ,le Dioiornb.., de 1823 (Dalloz, Bienes, nÚM. 524). 
2 Sentencia <le 9 <le Marzo <le 1830 (Dalloz, Bienes, núm. 24.", pá_ 

gina 248) . 
• 1 Sontencia <le 28 de jo'6urero <lo 1832 (Dalloz, Bienes núm. 248). 
4 CaeD, 3 ele Diciemure !le 1851 (Dalloz, 1852, 2, 217). 
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Y08 tltulos se encuentran p<'r casualidad depositados en el 
armario. La cuestión debe, pues, résolverse conforme á las 
circunstancias. 

También se ha fallado que todo el mobiliario que el tes­
tador deje en Parls, comprendla acciones al portador tnyo~ 
titulas se hallaban en el domicilio del difnnto, .en Parls. La 
definición del art~ 536 invocada contra el legatario no era 
aplicable, esto es evidente. Quedaba la cuestión de inten­
ción, que era dudosa, porque el testador habla enunciado 
los diversos objetos que el pretendía legar, comprendiendo 
entre ellos el oro, el dinero, las alhajas, y no habla hecho 
mención de las acciones al portador. Por otra parte, ¿pue­
de decirse que las acciones se encuentren en un lugar de 
terminado? La corte se ha resuelto por consideraciones sa­
cadas del conjUfJto del testamento, as! como de los vlnculos 
que ligaban al testador con la legataria su mujer. Lo que 
hace que la decisión sea puramente de hecho (1). Una sen­
tencia de la corte de Rennes, confirmada por la corte de 
ca,ación, ha fallado que el legado de «todo el mobiliario 
dejado en N ntesD comprendla todo lo que es mueble cor­
poral, hasta el dinero, pero que exclula los créditos, no te· 
niendo éstos situación en un lugar determioado (2). 

1 Sentencia ,le LYOD, ,le 11 <le Mayo d;i 1863, confirmada por UD" 

... ntt¡ncia <le denegaua apelación, de 20 de Marzo de 1~54 (Dlllloz, 
11154, J, 181). _ _ . 

II Sontencia de denegada apelaCIón, ,le 14 de AbrIl de 1824 (Do­
Iloz, Bienes, .. úm. !!ol5). 
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